
REPÚBLICA DE PANAMÁ
óncnno JUDTcTAL

coRTE supREMA DE JusrrcrA. -pLENo- pnrueuÁ, NUEvE (9)
DE FEBRERO DE DOS MrL DTECTSTETE (2OI7).

VISTOS:

El licenciado SAMUEL QUINTERO t,tRRtÍtrtEZ, actuando en su

propio nombre y representación ha interpuesto ante el Pleno de la

Corte Suprema de Justicia Acción de Inconstitucionalidad contra el

artículo 56 de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008 (Código Procesal

Penal).

Acogida la Demanda y cumplidos los requisitos propios para

este tipo de Procesos, entra el Pleno de la Corte Suprema de Justicia

a resolver sobre la constitucional¡áad de la norma.

DISPOSICIÓN ACUSADA DE INCONSTXTUCIONALIDAD

La Acción procesal que nos ocupa plantea ante este Tribunal

Constitucional, la Inconstitucionalidad del artículo 56 de la Ley 63 de

28 de agosto de 2008 (Código Procesat Penal).

El artículo impugnado es del tenor siguiente:

"Artículo 56. Improcedencia de la recusac¡ón. No
procede la recusación contra el Juez de Garantías
durante la fase de investigación".

DrsPosrcroNEs coNsrITucroNALES Y EN- CONCEPTO EN QUE
SE ESTIMAN INFRINGIDAS

Sostiene el accionante constitucional que el artículo 56 del

Código Procesal Penal transgrede las siguientes disposiciones:
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| "Aftículo t7 de la Constitución política. Las
lautoridades de la República de panamá están
linstituidas para proteger en su vida, honra y
lbienes a los nacionales donde quiera que sé
lencuentren y a los extranjeros que estén bajo su
ljurisdicción; asegurar la efectividad de los

lderechos y deberes individuales y sociales, y
lcumplir y hacer cumplir la Constitución y la Ley.
l_ Los derechos y garantías que consagra esta
lconstitución, deben considerarse como m'láimos y
¡!o excruyentes de otros que incidan sobre roi
lderechos fundamentares y ta dignidad de ra
lpersona.,,
IARTrcuto 10 de ra Decraración universar deperechos Humanos, Toda persona tiene
derecho, en condiciones de prena iguardad, a t"ipída púbricamente y con juét¡é¡a pó, un tribunal
independiente e imparciarf para ra determinaci¿ñ
de sus derechos y obrigaciones o para er examenüe cuarquier acúsac¡óñ .ontr. 

-"iá 
en materia

penal."
I,
ARTTCULo g, numeraf 1. De ra convenciónAmericana -¿e 

Derechos r¡u-anos. Todapersona tiene derecho a ser oída, con lasgarantías y dentro de un plazo,azon"Éfe, po,. ,njyez o tribunal competente, independiente erflparciar, estabrecido con anterioridad por ra rey,en ra sustanciación de cuarquier a.urac¡ón p"ñái
formurada contra eila, o para ta determinac¡én ¿é
süs derechos y obrigaciones de oroen civir, raborar,
fiscal o de cualguier otro carácter.

I
ARTICULO 6. Del Código procesal penal

. se-sa;nñ'ü
¡ndependencia interna y externa ¿e roslueces, asícomo su imparciaridad. La imparciaridád de rosjygc¡s exige'su inamoviridad v i"ipéio ar principio
del Juez natural,,

I

I

el act¡vJdor constitucional indica que la norma invocada hace
I

imposible la fecusación der Juez de Garantías durante ra Fase de
I

Investigación, 
! oor cualquiera de los intervinientes procesales, aun
I

existiendo corifl¡cto de intereses o motivos graves que afecten su
I

imparcialidad, como relaciones de parentesco, convivencia, amistad y
I

comerciales .qn alguna de las partes, o cuando pueda exisur un

36

I

interés en et rdrultado del proceso.
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Con respecto al artículo L7 de la Constitución Política, alega que

la norma ha sido infringida de manera directa por omisión debido a

que ante la no declaración de impedimento por parte de los jueces de

garantía durante la etapa de investigación, debiendo ser garantes y

asegurar la efectividad de la imparcialidad.

En cuanto al aftículo 10 de la Declaración Universal de los

Derechos Humanos señaló que dicha norma ampara el derecho de ser

oído públicamente por un Juez de Garantías en la fase de

investigación, no obstante este derecho se ve infringido con la norma

que impide recusar al funcionario judicial que se encuentre inmerso

en conflicto de intereses o motivos graves que afecten su

imparcialidad.

Sobre el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos

Humanos el Demandante señaló que la norma del pacto se lnfringió

de manera directa por omisión ya que toda persona tiene derecho a

ser escuchada por un Juez de Garantías en condiciones de

imparcialidad.

Finalmente, en cuanto al artículo 6 del Código procesal penal

señaló que la violación de la norma se produce cuando de existir un

motivo que afecte la imparcialidad del juez, nadie pueda recusarlo

para hacer efectiva dicha garantía, ya que la norma acusada no lo

permite.

OPINIóN DEL PROCURADOR DE I-A ADMINISTRACIóN

El Procurador de la Administración al emitir concepto en relación

con la presente Demanda de Inconstitucionalidad señaló en su Vista

No 956 de doce (12) de octubre de dos mil quince (2015) que et
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inconstitucional.artículo demandado no es

fo siguiente:

Así, indicó textualmente

"...Lo expuesto hasta aquí, nos permite afirmar
que la pr¡ncipal función del Juez de Garantías es
controlar la legalidad de la investigación que
desarrof la el Ministerio Público, respecto a las
actuaciones gue pudieran implicar la conculcación
de derechos fundamentales del imputado o de
terceros; así como de aquellas peticiones que se
traduzcan en una terminación anticipada del
procedimiento.
Del análisis def rof que desempeña el Juez de
Garantías en ef Sistema Penaf Acusatorio, descrito
en párrafos precedentes, observamos gue existen
ciertos principios procesales que deben ser
acatados por éste durante el ejercicio de su
judicatu rd, tales como el princip¡o de
independencia, ef principio del debido proceso
!"g.1 y el principio de igualdad entre las partes; a
la vez, tiene el deber de garantizarle a las partes
que su actuación dentro del proceso se f leve a
cabo sin dilaciones, preferencias, privilegios ni
desigualdad€s, Y que éstas se encuentren éeñidas
a derecho.

A partir de esa premisa, s€ estima que el
artículo 56 de la ley 63 de 28 de agosto de 2OOg,
que adopta el código procesal penal, acusado de
inconstitucional, ho puede ser estudiado de
manera aisfada sino en conjunto con ef resto de
fas disposiciones legales de nuestro ordenamiento
jurídico, puesto gue a partir de allí es que podrá
observarse cuál fue la intención del Legisfador al
disponer que no es procedente f a iecusación
contra el Juez de Garantías, durante la fase de
investigacióñ, .. .

..... Et numeral 3 del aftícufo 276 del código
Judicial establece que no están impedidos ni son
recusables los jueces a quienes les corresponda
decretar o intervenir en las medidas cautelares. Al
comparar dicha disposición legal con lo dispuesto
en el artículo 44, numeraf 3 def Código procesaf
Penal, el cual contempla la facultad que tiene el
Juez de Garantías de pronunciarse sobre las
medidas cautefares , Puede inferirse sin mayor
d¡f¡cuftad qug esa norma, de carácter geneial,
sirvió de parámetro para instituir en el artículo té
en estudio, que el Juez de Garantías no puede ser
recusado en la fase de investigación. EÍlo es así,
puesto que Ia intención de ambas disposiciones
es que el proceso, en esa etapa incipiente, se lleve
a cabo sin demoras, por lo que de ninguna manerala norma acusada de inconstitucional viof a f os
pr¡ncipios de imparciafidad, independencia judicial
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y del debido proceso
normas invocadas en la
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legal, contenidos en las
demanda."

CONSIDERACIONES DEL PLENO

Luego. de la exposición de la Demanda de Inconstitucionalidad y

la opinión del Ministerio Público a través de la Procuraduría de la

Administración, le corresponde al pleno de la corte suprema de

Justicia llevar a cabo el control constitucional del artículo 56 del

Código Procesal Penal, como acto público demandado.

En este sentido, la competencia del pleno de la corte suprema

de Justicia para conocer y resolver las acciones de

inconstitucionalidad encuentra sustento en lo dispuesto en el artículo

206 de la Constitución Nacional, así como en lq señalado en el artículo

2559 del código Judicial, el cual permite que cuatquier persona, por

medio de apoderado legal, impugne ante este Máximo Tribunal

constitucional las Leyes, Decretos de Gabinete, Decretos Leyes,

Decretos, Acuerdos, Resoluciones y demás actos provenientes de

autoridad que considere inconstitucionales y pedir por tanto, la

correspondiente declaración de inconstitucionalidad.

Esta Superioridad advierte que el accionante solicita la

declaratoria de inconstitucionalidad del artículo 56 de la Ley 63 de 2g

de agosto de 2008, por medio de la cual se adopta el código procesat

Penaf, por considerarlo violatorio del artículo t7 de la Constitución

Política de la República de panamá, por estirnar que la norma

denunciada no permite asegurar la efectividad de los derechos y

deberes indivíduales y sociales. El artículo L7 citado es del tenor

siguiente:

"Artículo L7. Las autoridades
Panamá están instituidas para

de Ia República de
proteger en su vida,
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honra y bienes a fos nacionales donde quiera que se
encuentren y a los extranjeros qug estén bajo su
jqrisOicción; asegurar fa efectividad'de los deréchos
y¡deberes individuales y sociales, y cumplir y hacer
cymplir fa Constitución y la Ley.
ü Los derechos y garantías que consagra esta

constitución, deben considerarse como mínimos y
no excluyentes de otros gue incidan sobre los
derechos fundamentaf es y la dignidad de la
Persona.

AI respecto, compartimos lo expuesto por er procurador General
fl

de fa Administración quien en la vista Número 956 señaló que ,'puede
I

.fapreciarse gu:e el artículo 56 del Código Procesal penal no viola el
I
üprecepto con'stitucional invocado; ya gue éste sóto obtiga a las
I

autoridades de Ia República, entre esfos los Jueces de Garantía, a
I
¡

cumpllr lo dispuesto en la constitución y ta tey; y a respetar los
ff

¡ ..

derechos y la7 garantías mínimas estatuidas en nuestra Carta política,
fl

mientras que la prohibición a la que se refiere la norma acusada no va

dirigida al Juzgador sino a terceros intervinientes en el proceso, en el
l,

sentido, en elffsentido de prohibirles recusar at Jue2 de Garantías; de
fl

tal suefre ouellclicho Juez iamás podrá inobsentar to dispuesto en esa
tl

disposición legpl".

Por otra parte, er activador constitucional argumentó la
li

t,

vulneración del Artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos

Humanos, Y €l numeral 1 del artículo 8 de las Garantías Judiciales
il

contenido en Convención Americana de Derechos Humanos (pacto de
li

san José). Rl lrespecto estimó que el derecho humano a ser oído en

condiciones ob imparcialidad se ve conculcado por ta normal' . --------

denunciada, cuando ella impide que et Juez de Garantías pueda ser
I

recusado por lag partes, en la fase de investigación.
t-rnrÍculo 10 de ra Decraración universat de

Derbchos Humanos. Toda persona tiene derecho,
en llcondiciones de plena igualdad, a ser oídá

I
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públicamente y con justicia por un tribunal
independiente e imparcial, para la determinación de
sus derechos y obligaciones o para ef examen de
cualguier acusación contra efla en materia penal."

ARTÍcuLo g, numeral l. De fa convención
Americana de Derechos Humanos. Toda
persona tiene derecho a ser oída, con las garantías
y dentro de un plazo razonabfe, por un juez o
tribunal competent€, independiente e imparciaf ,
establecido con anterioridad por la ley, en la
sustanciación de cuaf guier acusación penaf
formufada contra ella , o para la determinación de
sus derechos y obligacÍones de orden civil, laboraf,
fiscal o de cuafquier otro carácter.

Como se puede apreciar, las disposiciones convencionales citadas

se refieren al derecho humano de ser oído en condiciones de igualdad y

con todas las garantías, poF un juez o tribunal competente,

independiente e imparcial, por lo que procederemos a realizar el análisis

correspondiente de manera conjunta, teniendo en cuenta que tanto la

Declaración Universal de Derechos Humanos, como la Convención

Americana de Derechos Humanos forman parte del bloque de

constitucionalidad.

AsÍ las cosas, esta Corporación de Justicia considera que no le

asiste la raz6n al Activador Constitucional, puesto que el Sistema penal

Acusatorio establece un sistema de juzgamiento basado en tos

principios de inmediación, separación de funciones, contradicción,

concentración, celeridad, economía procesal y unidad del acto; en ei

que las decisiones judiciales son tomadas por los Jueces en audiencias

pública y en presencia de las partes.

En ese sentido, tenemos que ta dinámica del procedimiento

permite que el Juez de Garantías en la fase de investigación pueda

invocar ciertas causafes de impedimento, gue son fas s¡gu¡entes:

Impedimentos en la fase de
El Juez de Garantías, durante la

"Artículo 53.
investigación,
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fase de investigación, únicamente podrá invocar
ccimo causales Aé impéOimento las siguientes:

I
1. EIJ parentesco dentro del cuafto grado de

cofls?nguinidad o segundo de afinidad de algunas
d{ las partes; o

I
2. El,lhaber intervenido durante la formación del acto

gqe originó la actuación correspondiente."
I
I

I

No obstbnte lo anter¡or, y sin perju¡cio de ro señarado por el
I

demandante, lla prohibición señalada en el artículo 56 del código
I

Procesal Penai'no atenta contra la garantía que tiene toda persona de
I

ser oída ante !un luez independiente e imparcial. Recuérdese que el
I

nuevo modelo] procesal tiene como norte agilizar los Procesos y para
I

ello se establgcen ciertos plazos con el fin de procurar la solución al
I

conflicto en tibmpo razonable. Es por ello que el legislador dispuso
I

como plazo d$ investigación el máximo de seis meses (Artículo 291'l
I

Código Procesál Penal) con'la finalidad que ta etapa ihicial del Proceso
I

se lleve sin mayores dilaciones.
I

Por otra,Farte, debemos resaltar que una vez concluido el plazo
I

para investigai, le corresponde a otro Juez de Garantías dlstinto de
I

aquel que sustbnció la fase de investigación, conocer de la Causa en la
I

fase intermediá, tal como lo dispone el artículo 339 del código
I

Procesal Pená|. Por lo que no se desvanece la oportunidad de ser
I

escuchado porl un ente independiente e imparcial, todo ello sin dejar
I

de lado qre, 
"J 

precisamente en la fase intermedia que se verifican los
I

presupuestos pe la acusación, oponer excepciones y solicitar el
I

saneamiento o la declaración de nulidad de un acto.
I

La corté Interamericana de Derechos Humanos se ha
I

pronunciado respecto del tema de la recusación, señalando que la
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recusación no es un elemento definitorio del derecho a ser oído por un

Tribunal independiente e imparcial, veamos:

"...Si bien la recusación es un instrumento procesal
destinado a proteger el derecho a serjuzgado por un
órgano imparcial, no es un elemento cohstitutivo o
definitorio de dicho derecho. En otras palábras, un
juez que no pueda ser recusado no necesarÍamente
es -o actuará de forma -parcial, del mismo modoque un juez que puede ser recusado no
necesariamente es -o actuará de forma- irnparcial.,,
Corte Interameriana de Derechos Humanos Caso
Aptiz Barbera y otros vs. Venezuela. parr.63 y 64,

Como se observa, el Proceso Penal Acusatorio dispone una serie

de mecanismos para hacer efectivas las garantías constitucionales y

convencionales, teniendo en cuenta como se ha indicado, los

postulados de separación de funciones, simplificación, economía

procesal y derecho a defensa entre otros principios.

Finalmente, el activador constitucional realizó cargos de

inconstitucionalidad contra el artículo 56 de la Ley 63 de 2oog,

indicando que la norma denunciada infringe lo dispuesto en el artículo

6 del mismo cuerpo normativo, es decir la Ley 63 de 2oog. Al

respecto el Pleno tiene a bien señalar que el artículo 2560 del Código

Judicial establece con claridad que luego de la transcripción de la

norma acusada de inconstitucionalidad debe indicarse la disposición

constitucional infringida, es decir, que no puede aducirse la

violación de una disposición legal, pues ello va en contra de la

naturaleza de la demanda de inconstitucionalidad. Por tanto, no tiene

cabida realizar pronunciamiento alguno a este respecto

Con fundamento en las anteriores consideraciones estima el

Pleno de la Corte Suprema de Justicia que en el presente caso existe

fundamento para concluir que el artícufo 56 de la

agosto de 2008, por med¡o de fa cuaf se adopta

Ley 63 de 28 de

ef Código Procesal
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Penal, no es inconstitucional y así ha de pronunciarse esta Corporación

de Justicia.

PARTE RESOLUTIVA

En consecuencia, la Corte Suprema de Justicia, Pleno,

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la

Ley, DECI-ARA QUE NO ES INCONSTITUCIONAL et artículo 56 de la

Ley 63 de 28 de agosto de 2008 (Código Procesal Penal).

Notifíguese,

üe'1+-9¿f{¿^ ¿t¡'- t*
MGDA. ANGELA RUSSO DE CEDEÑO

MGDO, lnt

CANALS

L.ke,"L

MGDO. CECILTO CEDALISE RTQUELME MGDO. HERruÁN A.

MGDO. ABEL
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LIC. YANIXSA Y. YUEN
SECRETARIA GENERAL

sEss3]ÁrilÁ GENEnAL ü3 LA LÜJiTú üUFll3r.t.:. il .jt;c'ÍlÜlA

!n Fanamá. e tos *"*A"-*dras del rr\lr' ri^ fr4hf- Aa

sno *A,!!¿- a ns 3!¿- -tu- .'-^."-* dch ? w
clotificc { Pre eure.c+f dc i:: i:;e ;luciÓn antsrlÜ' '

'NFOO SAENZF=

- JERONIMO

itlf icndo


